En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de Navarra de la enmienda presentada a la totalidad del proyecto de Ley Foral Integral de Movilidad Sostenible y Ordenación del Transporte en la Comunidad Foral de Navarra, publicado en el Boletín Oficial de la Cámara número 6 de 4 de febrero de 2011.
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Enmienda a la totalidad del proyecto de Ley Foral Integral de Movilidad Sostenible y Ordenación del Transporte en la Comunidad Foral de Navarra, por la que se propone su devolución al Gobierno.

Exposición de motivos:

En primer lugar, el Gobierno de Navarra no ha promovido, previo a su aprobación, un proceso de participación pública real y efectiva, a la que están obligados según la “Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente (incorpora las directivas 2003/4/CE y 2003/35/CE)”.

En esta ley, en su exposición de motivos, se señala que la necesaria participación ciudadana se extiende también a disposiciones de carácter general de rango legal:

“... participación del público en el proceso de toma de decisiones, que se extiende a tres ámbitos de actuación pública: la autorización de determinadas actividades, la aprobación de planes y programas y la elaboración de disposiciones de carácter general de rango legal o reglamentario”.

El hecho de que en esta materia haya competencias compartidas entre el Estado y las CCAA, hace que la Ley no regule el procedimiento, pero se establece el deber general de promover la participación real del público.

“Al ser un ámbito de competencia compartida con las Comunidades Autónomas, la ley no regula procedimiento alguno, sino que se limita a establecer el deber general de promover la participación real y efectiva del público; serán las Administraciones públicas las que, al establecer y tramitar los correspondientes procedimientos, habrán de velar por el cumplimiento de una serie de garantías reconocidas tanto por la legislación comunitaria como por el Convenio de Aarhus, que la ley enuncia como principios informadores de la actuación pública en esta materia: hacer públicamente accesible la información relevante sobre el plan, programa o disposición normativa; informar del derecho a participar y de la forma en la que lo pueden hacer; reconocer el derecho a formular observaciones y comentarios en aquellas fases iniciales del procedimiento en las que estén aún abiertas todas las opciones de la decisión que haya de adoptarse; justificar la decisión finalmente adoptada y la forma en la que se ha desarrollado el trámite de participación...”.

Esta ley de participación ciudadana establece, que debe asegurarse la participación en aquellas leyes que versen sobre materias como: el ruido, la ordenación territorial y la contaminación atmosférica, entre otras materias. Así, en su artículo 18 se establece:

“1. Las Administraciones públicas asegurarán que se observen las garantías en materia de participación establecidas en el artículo 16 de esta ley en relación con la elaboración, modificación y revisión de las disposiciones de carácter general que versen sobre las materias siguientes:

b) Protección contra el ruido.

d) Contaminación atmosférica.

e) Ordenación del territorio rural y urbano y utilización de los suelos

l) Evaluación de impacto medioambiental”.

Es evidente que el proyecto de Ley Foral Integral de Movilidad Sostenible y Ordenación del Transporte en la Comunidad Foral de Navarra tiene mucho que ver con las materias arriba indicadas.

Así, en la exposición de motivos de este proyecto de ley foral se dice:

“En las últimas décadas la necesidad de movilidad de las personas y las mercancías ha experimentado un gran crecimiento. Los múltiples modos de transporte y las mejores infraestructuras existentes ofrecen grandes posibilidades de desplazamiento, pero esta movilidad genera efectos negativos en varios ámbitos. La contaminación atmosférica, el ruido, la ocupación y fragmentación del espacio, los accidentes, el elevado consumo energético o los grandes costes económicos generados son algunos de estos efectos”.

Tampoco parece que este proyecto pueda considerarse entre las causas de exclusión que contempla la ley 27/2006:

“Se excluyen, no obstante, las normas que tengan como único objetivo la defensa nacional o la protección civil, las que persiguen exclusivamente la aprobación de planes y programas y las que supongan modificaciones no sustanciales de normas ya existentes”.

El proyecto de ley no tiene los objetivos que se excluyen y su propio título, Ley Foral Integral de Movilidad..., indica que no son “modificaciones no sustanciales de normas ya existentes”.

En la memoria justificativa que se acompaña a este proyecto de ley foral se dice que en la tramitación de este anteproyecto, se realizaron intensas jornadas de negociación con cinco organismos y asociaciones y que se han recogido las aportaciones que se han considerado convenientes.

La participación a la que obliga la ley 27/2006 va mucho más lejos. Así, en su artículo 16 establece:

“1. Para promover una participación real y efectiva del público en la elaboración, modificación y revisión de los planes, programas y disposiciones de carácter general relacionados con el medio ambiente a los que se refieren los artículos 17 y 18 de esta Ley, las Administraciones Públicas, al establecer o tramitar los procedimientos que resulten de aplicación, velarán por que, de conformidad con lo dispuesto en el apartado 2 del presente artículo:

a) Se informe al público, mediante avisos públicos u otros medios apropiados, como los electrónicos, cuando se disponga de ellos, sobre cualesquiera propuestas de planes, programas o disposiciones de carácter general o, en su caso, de su modificación o de su revisión, y por que la información pertinente sobre dichas propuestas sea inteligible y se ponga a disposición del público, incluida la relativa al derecho a la participación en los procesos decisorios y a la Administración pública competente a la que se pueden presentar comentarios o formular alegaciones.

b) El público tenga derecho a expresar observaciones y opiniones cuando estén abiertas todas las posibilidades, antes de que se adopten decisiones sobre el plan, programa o disposición de carácter general.

c) Al adoptar esas decisiones sean debidamente tenidos en cuenta los resultados de la participación pública.

d) Una vez examinadas las observaciones y opiniones expresadas por el público, se informará al público de las decisiones adoptadas y de los motivos y consideraciones en los que se basen dichas decisiones, incluyendo la información relativa al proceso de participación pública”.

En segundo lugar, este proyecto de ley no aborda la movilidad desde una posición global y unitaria, regulando todos los aspectos que inciden en el actual modelo de movilidad.

No es cierto que con esta ley “se regula en un solo texto legal todas las políticas y actuaciones que inciden en la movilidad” (exposición de motivos).

Se citan pero no se regulan convenientemente en la ley foral aspectos como la intermodalidad, el transporte de mercancías, el ferrocarril, la política de aparcamiento, el fomento del desplazamiento a pie y en bicicleta, la accesibilidad del transporte público a las zonas rurales, la participación ciudadana, etc. Solo se citan como principios inspiradores, pero pasan a ser declaraciones de intención en el resto del articulado. No se regula la movilidad apostando por una política de movilidad unitaria y coherente en la consecución de un modelo menos insostenible social y económicamente.

“... busca garantizar a los ciudadanos navarros el derecho a una movilidad sostenible con el mínimo de impacto ambiental, mediante la mejora y coordinación de los transportes públicos colectivos de viajeros y el fomento de su uso” (exposición de motivos).

En primer lugar, no solo a los navarros y navarras. El derecho al transporte debe ser universal y no discriminatorio.

En segundo lugar, no solo se debe garantizar una buena oferta de transporte público colectivo, sino también el uso de los modos no motorizados, otros modos de transporte, como el ferrocarril y el derecho a vivir en ciudades que no estén pensadas solo para el coche.

“... busca un enfoque integrado entre planificaciones urbanísticas y de ordenación del territorio y las políticas de movilidad, de manera que las actuaciones llevadas a cabo en materia de movilidad no se vean contrarrestadas por actuaciones en otros campos como la ordenación urbana y la dotación de viviendas” (exposición de motivos).

Es un objetivo timorato. Hay que ir más allá, es decir, no solo conectar las infraestructuras viarias. Se debe planificar teniendo en cuenta la movilidad que se va a generar. Desechar aquellas actuaciones que supongan incidir en el modelo difuso y especializado y planificar desde la movilidad sostenible.

El modelo territorial y urbano es determinante para el desarrollo de distintos modelos de movilidad. El actual modelo de desarrollo urbano de los últimos años ha favorecido sobre todo el uso del coche. Para invertir la tendencia es necesario favorecer una mayor integración de las áreas urbanizadas y garantizar el acceso en medios no motorizados y en transporte público a todas las áreas residenciales y de actividad.

Se debe resolver la nueva movilidad que se genere, pensando en el transporte público y en los desplazamientos no motorizados.

“Ante este modelo de movilidad se hace necesario un cambio en la tendencia actual” (exposición de motivos).

No solo hay que cambiar la tendencia, hay que caminar hacia un cambio de modelo. Se deben dar pasos hacia otro modelo, donde las necesidades ciudadanas se satisfagan con el mínimo de movilidad posible y en el que los desplazamientos se puedan hacer en la mayor medida posible a pie o en bici.

En el que los desplazamientos más largos se hagan principalmente en transporte público y donde se transfieran viajeros y sobre todo mercancías de la carretera al ferrocarril, por ser este un modo más sostenible

Hace falta un cambio de modelo de movilidad, que contemple:

• Una planificación urbanística teniendo en cuenta los desplazamientos, la movilidad generada. Integrar la movilidad sostenible en las estrategias de planificación (ETN, Ley de OT, Planes Urbanísticos) para reducir la movilidad, mediante la reordenación, la rehabilitación y la construcción de ciudades más compactas, de usos y servicios mezclados, esto es, menos insostenibles desde el punto de vista energético, del transporte, económico y social.

• Garantizar la movilidad de personas y mercancías con carácter universal, con accesibilidad integral y con seguridad.

• Priorizar y fomentar los sistemas de transporte más sostenibles, como el ferrocarril y el transporte marítimo para las mercancías y el transporte público y los desplazamientos a pie o en bicicleta, para las personas.

• Políticas disuasorias, reglamentarias, fiscales, de aparcamiento, etc., que desincentiven la utilización de los modos de transporte menos sostenibles, como son el coche y la carretera.

• Intermodalidad para buscar la máxima eficiencia.

• Minimización del consumo de los recursos energéticos y suelo y respeto al medio y sus valores.

• Concienciación ciudadana para un cambio en los hábitos de movilidad.

Y para un cambio de modelo de movilidad, hay que disponer de una ley de movilidad más ambiciosa, que no solo regule la elaboración de planes de movilidad, sino que también establezca normativa que prevalezca sobre la planificación territorial, urbanística, de producción de energía, etc., y que priorice los modos de transporte más sostenibles.

Por todo lo arriba expuesto, se solicita la devolución del proyecto de Ley Foral Integral de Movilidad Sostenible y Ordenación del Transporte en la Comunidad Foral de Navarra al Gobierno de Navarra.

